
TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL/ Improcedencia por trámite pendiente 
“(…) la solicitud se torna improcedente, como quiera que había un trámite pendiente, ya que dentro del término de ejecutoria de la providencia del 22 de enero, el accionante pudo haber interpuesto el aludido recurso, en los términos de los artículos 348 del estatuto procesal civil y 36 de la Ley 472 de 1998, para poner de presente, si así lo estimaba, razones que dieran lugar a reconsiderar la extemporaneidad que predicó el juzgado accionado. Dicho de otra manera, la acción de tutela se advierte prematura.”
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Acta N° 52 de febrero 9 de 2016
Decide la Sala esta acción de tutela propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, a la que fueron vinculados la Defensoría del Pueblo, la Procuraduría General de La Nación y el Banco de Occidente, sucursal Pereira.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, actuando en su propio nombre, atendiendo, dice, a que la defensora del pueblo de Manizales se niega a hacerlo en su representación, presentó acción de tutela contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad, por la presunta violación de los derechos “al debido proceso, igualdad y la debida administración de justicia.”
Expuso que actúa en la acción popular número “2015-240”; el apoderado de la entidad accionada presentó un recurso que fracasó y, sin embargo, ninguna sanción se le impuso, no obstante que el artículo 295 de la Ley 1437 de 2011 así lo prevé; le solicitó a la funcionaria proceder de conformidad, pero tal solicitud fue negada.
Reclama, en consecuencia, el amparo de los derechos invocados y que se ordene al demandado que de manera inmediata proceda a  aplicar el artículo 295 de la Ley 1437 de 2011 e imponer la sanción económica a su favor; además, que se escanee su tutela y el fallo a un correo electrónico; se envíe copia a la Oficina Judicial de Manizales para que se adelante similar acción contra la Defensoría del Pueblo de Caldas o se adelante en esta Corporación, en aras de determinar si ha violado su función deber al negarse a impetrar tutelas a su nombre; y que el accionado se abstenga de inaplicar la pluricitada norma.
Se dio el impulso de rigor con la vinculación del Ministerio Público, la Defensoría del Pueblo y el Banco de Occidente; se les corrió traslado para que ejercieran su derecho de defensa, a la vez que se le pidió a la funcionaria del despacho judicial que  remitiera copias de las diligencias que se relacionan con la acción popular de que da cuenta la demanda. 

La Procuradora Regional de Risaralda, advirtió que su papel en la acción popular es proteger los derechos colectivos en juego. La representante legal de la entidad financiera, solicitó declarar la improcedencia de la tutela por carecer de fundamento legal y fáctico, pues, al parecer, al demandante lo acompaña un interés netamente económico personal; aludió a los pormenores de una petición de nulidad elevada dentro de la mencionada acción popular por una indebida notificación, que no tuvo eco, pero se hizo con el total derecho que le asistía para ello, y si el actor popular estuvo inconforme con la resolución  ha debido interponer los recursos legales, en lugar de acudir a la presente acción. El despacho judicial se limitó a enviar copias de la actuación respectiva. 
  
 


Se procede a resolver, con apoyo en las siguientes:

CONSIDERACIONES

La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

 



Se acude en esta oportunidad en procura de los derechos fundamentales “al debido proceso, igualdad y debida administración de justicia”, por la inconformidad que le generó al demandante la posición del juzgado de no sancionar económicamente en su favor a la parte demandada dentro de la acción popular que promovió en su contra, atendiendo a que no le prosperó recurso que presentó en ese asunto y, por tanto, debió dar aplicación a lo previsto en el artículo 295 de la Ley 1437 de 2011.
   



Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia T-021 de 2014, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela.

   



Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Para el caso en concreto, se tiene que el Banco de Occidente, en calidad de demandado en la acción popular, pidió la nulidad de todo lo actuado, por su indebida notificación; previo traslado legal, el Juzgado no accedió a tal declaratoria y decidió no condenar en costas, por no aparecer causadas; inconforme, la entidad interpuso recurso de reposición y en subsidio de apelación; no se atendió el primero y se negó la concesión de la alzada. Durante la ejecutoria del proveído así dictado, acudió a interponer recurso de reposición el actor popular, con el fin de que se reconsiderara el auto que resolvió sobre la nulidad, para en su lugar, adicionarlo y sancionar a la entidad demandada tal como lo prevé el artículo 295 de la ley 1437 de 2011, con multa a su favor entre 5 y 10 salarios mínimos mensuales vigentes, al no prosperar el recurso. Luego, con auto del 22 de enero del presente año, notificado por estado el día 25 siguiente, resolvió el juzgado rechazar por extemporáneo el mismo, con la consideración de que se estaba atacando el proveído que decidió sobre la nulidad y que data del 21 de septiembre de 2015. Contra ese auto, que apenas sí se estaba notificando por estado para el día en que se propuso la acción de tutela, era viable interponer nuevamente reposición. 
   



Por lo que, puestas de esta manera las cosas, se llega a la conclusión de que la solicitud se torna improcedente, como quiera que había un trámite pendiente, ya que dentro del término de ejecutoria de la providencia del 22 de enero, el accionante pudo haber interpuesto el aludido recurso, en los términos de los artículos 348 del estatuto procesal civil y 36 de la Ley 472 de 1998, para poner de presente, si así lo estimaba, razones que dieran lugar a reconsiderar la extemporaneidad que predicó el juzgado accionado. Dicho de otra manera, la acción de tutela se advierte prematura. 
   



En consecuencia, se declarará su improcedencia, como lo ha resuelto en casos similares la Corte Constitucional
.

 



Ahora bien, en cuanto toca con las “pretensiones” de que se escanee su tutela y se remita copia del fallo a su correo electrónico, se tiene que de todo lo actuado se le envía al demandante copia al correo electrónico suministrado para recibir notificaciones personales, en tanto que la copia de la demanda de tutela se entiende que reposa en su poder. Y en lo que atañe a que se envíen copias a la oficina judicial de Manizales para que se tramite una acción de tutela contra la Defensoría del Pueblo de esa localidad, o se adelante ante esta misma Corporación, se tiene que (i) el libelo no está dirigido en su contra, sino del Juzgado Cuarto Civil del Circuito local; (ii) los hechos no vinculan a esa entidad, pues no fue ante ella que se promovió la acción popular cuyo impulso pretendía; (iii) el demandante tiene expedita la vía para acudir directamente a esa municipalidad para formular la acción de tutela, que no debería ser más que una, contra la Defensoría del Pueblo, previa indicación clara al juez competente de las razones por las cuales debe procederse en su contra; (iv) estima la Sala que debe desterrarse la idea del demandante de que todos los jueces del país, pero particularmente los del eje cafetero, debemos atender cada una de sus amañadas peticiones, para suplir las cargas mínimas que a él le incumben y que no cumple, producto de lo cual se viene generando una parálisis en los despachos judiciales, y no solo en ellos, sino que, de rebote, también se trastornan las actividades de otras dependencias, como la Procuraduría, la Defensoría del Pueblo, las Alcaldías, entre otras. Finalmente, se absolverá a las demás entidades involucradas.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito local.
Se absuelve a las demás entidades involucradas dentro de la presente acción de tutela.
Se niegan las demás pretensiones invocadas.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARIA ARCILA RÍOS                   DUBERNEY GRISALES HERRERA              
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